PANEL

¿Es posible el acceso de los niños al conocimiento y a un ambiente seguro para su supervivencia y desarrollo en contextos de desigualdad y pobreza? 

En este panel se propuso discutir acerca de la posibilidad de alcanzar, en el contexto de sociedades con graves niveles de desigualdad generados por la pobreza, tal como existen en América Latina, el desarrollo de la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades. 

En esta mesa participaron

El Dr. Pablo Vinocur, coordinador del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, quien tiene una larga trayectoria académica, de gestión y de investigación en organismos internacionales sobre temas de pobreza, desnutrición e infancia en general.

El Dr. Juan Carlos Tedesco, Director del Instituto Internacional de Planeamiento de la Educación (IPE), investigador sobre temas de educación y autor de numerosos trabajos entre los que se destacan una reflexión sobre la situación de la oferta educativa y sobre la problemática de la demanda desde los sectores pobres. 

El Dr. Eduardo Bustelo, candidato del gobierno argentino para dirigir el Instituto Interamericano del Niño de la OEA, licenciado en Ciencias Políticas de la Universidad de Mendoza con una maestría en la London School of Economics en Inglaterra, quien ha trabajado en UNICEF dirigiendo una serie de proyectos y experiencias. 

Coordinadora: Rosalía Cortés, socióloga e investigadora del CONICET y de FLACSO (Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales).

Palabras de la coordinadora del panel:

Esta mesa se inicia con un interrogante que presenta dos partes. Por un lado, determinar cuáles son las condiciones actuales de acceso de los niños a los bienes públicos, en especial, a la educación, la alimentación y la salud, para determinar cómo el deterioro de los servicios sociales ha incidido en las condiciones de pobreza. Por otra parte, determinar en qué medida podemos hablar en este momento de un diagnóstico sobre las condiciones de igualdad o desigualdad de la infancia argentina. 

Los niños, niñas y adolescentes y sus familias deben estar 

en el centro de la preocupación
Dr. Pablo Vinocur

A quince años de la ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño, los niños de la región latinoamericana enfrentan desafíos que se relacionan con que la gran mayoría de las familias, donde ellos nacen, crecen y se desarrollan, continúan siendo pobres y muchos de ellos, condenados a ser excluidos y carentes de derechos. 

Vivimos en un mundo crecientemente global y América latina debe definir dentro de este mundo global cuál es su identidad, cómo se inserta internacionalmente y, obviamente, en este contexto sus niños y adolescentes son quienes están llamados a participar activamente en esa construcción. Por este motivo, los derechos consagrados en la Convención tienen hoy más que nunca que ser valorados, de manera que los niños, niñas y adolescentes de América latina puedan crecer y desarrollarse mejor, de modo que puedan enriquecer a nuestras sociedades con su libertad y creatividad.

Desde la sanción de la Convención a fines de los ochenta y desde su ratificación por parte de la mayor parte de los países del mundo, muchos indicadores sociales sobre las condiciones de vida de niños, niñas y adolescentes de América Latina han mejorado: continúa reduciéndose la mortalidad infantil y materna, incrementándose la escolaridad en todos los niveles de educación (incluida la educación inicial), continúa mejorando el acceso al saneamiento básico y reformada gran parte de la legislación de nuestros países para hacer realidad, desde el ángulo de los sistemas jurídicos, el paradigma de “la protección integral”. 

 Estas mejoras se plasmaron al mismo tiempo que una nueva revolución tecnológica centrada en la informática, las comunicaciones, la genética y la biotecnología definen un mundo definitivamente diferente del conocido por la generación nacida a mediados del siglo pasado. Algunos de los resultados de esta revolución científica y tecnológica se evidencian en el desarrollo de la industria fármaco-química, con la disponibilidad de nuevas drogas y tratamientos, que posibilitan la curación, evitan la muerte o mejoran la calidad de vida de personas con enfermedades incurables, o la aplicación de novedosas técnicas quirúrgicas y tratamientos.

También, el acceso casi inmediato a la información científica, política y social que ofrecen las tecnologías de la informática y las ciencias de la comunicación dan la posibilidad de democratizar el conocimiento y de reducir brechas físicas y de ingreso que antes parecían infranqueables. Sin embargo, no podemos dejar de reconocer que estos mismos avances tecnológicos permitieron cambiar radicalmente la organización social y la vida cotidiana de una gran parte de los habitantes del planeta afianzando procesos de segmentación y exclusión que ya venían manifestándose desde hace varios años. 

América latina es hoy la región del mundo cuya proporción mayor de población vive en países regidos por sistemas democráticos de gobierno y vive en estado de derecho, donde los derechos civiles y políticos pero también los derechos económicos, sociales y culturales están jurídicamente protegidos. Sin embargo, y tal como lo refleja el reciente informe del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo sobre la democracia en América latina, ésta es una democracia que esta creando insatisfacción y malestar. Es una democracia de elecciones y no una democracia de y para la expansión de ciudadanía. 

Esta reflexión se vincula muy fuertemente con el sentir y la razón de ser de la Convención sobre los Derechos del Niño y se refleja en que la pobreza apenas se redujo en la región desde 1989, aunque en verdad ha crecido el número absoluto de pobres. Hoy, más de 240 millones de latinoamericanos son pobres y la inmensa mayoría de éstos son niños y niñas que nacieron en hogares que históricamente fueron pobres y que tienen la mayor tasa de fecundidad. Y esto es lo nuevo, se trata en muchos casos, de hogares que cayeron recientemente en la pobreza como consecuencia de los cambios que está sufriendo el mercado de trabajo y que se traducen en exclusión laboral, incertidumbre de ingresos y carencia de protección social. Estos resultados de avances en algunos indicadores y deterioro en otros, son el resultado por una parte de un capital social y cultural acumulado. Por el otro de la implementación de políticas erradas en el campo económico-social que acentuaron la exclusión y la desigualdad. La orientación de este tipo de políticas tiene responsables en una dirigencia incapaz de proteger los derechos, fortalecer las instituciones y poner en práctica acciones que hubiesen estimulado la participación de sus sociedades y de sus organizaciones sociales. 

En gran parte de los países del mundo en desarrollo, se adhirió a la aplicación de las políticas del llamado “Consenso de Washington”, promoviendo reformas promercado y reduciendo y desmantelando al Estado, a sus instituciones y a sus políticas. Los grandes poderes fácticos, fundamentalmente los económicos y financieros, hegemonizaron y viabilizaron gran parte de aquellas transformaciones científicas y tecnológicas antes apuntadas en el país, al igual que en toda la Región y en gran parte del mundo. Sin embargo el acceso a ellas ha sido desigual y profundizó el mapa de desigualdades en la región, la más desigual aunque no la más pobre del mundo. 

En el presente, éste es más desigual e injusto que hace quince años cuando se sancionó la Convención. También lo es América Latina y también lo son la mayoría de nuestros respectivos países. Ellos tienen en sus niños, niñas y adolescentes a las principales víctimas de éste estado de cosas, evidenciando que sufrimos una vacante de nuevos paradigmas y de propuestas de política que otorguen sentido y que permitan recuperarla  como herramienta de transformación y mejora de nuestras sociedades. 

La democracia es buena para los niños, niñas y adolescentes. Sin embargo para muchos y muchas, éste juicio es lamentablemente sólo una declaración de buena fe. Aquí existe un campo de trabajo y de lucha que debe ser abordado más temprano que tarde si queremos efectivamente evitar que la democracia que tanto nos costó recuperar languidezca.

Con los recursos disponibles, ¿es posible pensar en una política social que asegure derechos básicos a los niños, niñas y adolescentes y a sus familias? ¿Es posible imaginar reformas fiscales que a la vez que provean nuevos recursos reduzcan los actuales niveles de desigualdad en las sociedades? ¿Cómo dotar de mejor calidad y asegurar la permanencia de nuestros niños, niñas y adolescentes en la escuela? ¿Cómo elevar los bajos niveles de escolaridad de los padres de los niños que en este momento están naciendo y que los hace más vulnerables y alejados de los derechos básicos de ciudadanía consagrados por las convenciones internacionales y las leyes internacionales? ¿Cómo extender la protección de la salud y la alimentación a las niñas y niños que sufren por la doble discriminación de ser pobres y de ser niños y, por lo tanto, representan al grupo social con menores tasas de cobertura de los sistemas de seguridad social aún vigentes en nuestros países? ¿Qué alternativa se propone para mejorar la calidad del hábitat donde nacen, crecen y se desarrollan los niños? ¿Cómo asegurar el derecho a la identidad a los miles, o quizá millones, de niños que se ven privados de todo derecho simplemente porque no son inscriptos en los registros civiles? 

Para todos estos interrogantes ha habido y actualmente existen propuestas políticas y programas (muchos de ellos difieren en su alcance y en sus logros), cuya vigencia exige decisión política, recursos e instituciones con desarrollo suficiente para que puedan solucionarlos con eficacia. Estas propuestas políticas y programas reflejan un debate político e ideológico que debe ser alentado y desarrollado. Estamos en presencia de una cultura y un tiempo “civilizatorio” en los que no se detuvo el proceso de individuación que nació en la misma Modernidad y que se refleja en la fragilidad de los proyectos colectivos, en la creciente fragmentación social y en la debilidad del lazo social. Este proceso previo, que nos negamos a olvidar, se asentaba en el trabajo formal que aseguraba certidumbre respecto del mañana, posibilitaba el acceso al ingreso y a un sistema de protección que, a la vez, aseguraba y estructuraba la institución familiar. 

Si bien en algunos países de la región este segmento era minoritario, de todos modos era el hegemónico y moderno que hasta los años ochenta del siglo pasado daba señales de vida aunque ya claramente denunciaba su crisis. En aquella realidad, ya se expresaban problemas de equidad en el acceso a los servicios básicos, como la salud, la alimentación, la educación y el saneamiento, sin olvidar los de acceso a los servicios culturales y recreativos. Ya se presentaban entonces fuertes debates referidos a los criterios que sigue el Estado para asignar los recursos disponibles, así como sobre la magnitud de la asignación a cada región o sector. 

En América Latina, los cientistas sociales, identificábamos a estos sectores como “marginados” porque permanecían ajenos al beneficio del desarrollo y a los procesos de movilidad social imperantes. En el presente, estos factores persisten, pero además se generalizaron, dando lugar incluso en países centrales o desarrollados a la emergencia de la categoría de “excluidos”. La principal distinción respecto de aquellos es su magnitud relativa como también la eliminación de la movilidad social ascendente como paradigma del progreso que le daba sentido a “la cultura del esfuerzo”. 

Los cambios tecnológicos provocaron transformaciones esenciales en el mercado de trabajo volviendo al trabajo una situación incierta, precaria y crecientemente escasa. La exclusión social es, por tanto, una categoría diferente de la asociada a la pobreza, pues la primera hace relación a los problemas de integración e inclusión social y la segunda hace referencia a la insuficiencia de ingresos y medios de acceso a bienes y servicios o, en la definición de Amartya Sen, a la ausencia de capacidades para poder desarrollarse y expresarse en libertad. 

Este proceso de exclusión afectó seriamente a la infancia y la adolescencia porque en su misma caracterización implica la pérdida de membresía de las redes sociales y el debilitamiento de las familias. Por tanto, a  los rasgos de abandono y deterioro de muchos servicios públicos esenciales que se produjeron en la década pasada se agregaron la crisis que sufren las familias y el debilitamiento de las redes sociales de solidaridad. Efectivamente, estamos en presencia de una situación extremadamente grave desde el punto de vista social y desde el punto de vista de los derechos.

Apelando a los clásicos de la política social, es importante que recordemos, tal como lo muestra el presente de varios países de América latina, que mientras que los derechos políticos y gran parte de los derechos civiles son factibles de ser reclamados en períodos en que está vigente el Estado de derecho, los derechos sociales se expanden y se contraen dependiendo del carácter que asume la lucha política por parte de los distintos actores sociales. 

Los años setenta fueron el límite del proceso de expansión de estos derechos, iniciado a principios del siglo XX por parte de sindicatos y partidos populares que albergaron a las mayorías. El surgimiento de feroces dictaduras y el cambio en los procesos de acumulación provocaron luego un fuerte retroceso en el conjunto de derechos. La recuperación democrática reintrodujo, gracias a la lucha, gran parte de los derechos civiles y políticos, sin embargo, los derechos sociales entraron en un proceso de fuertes tensiones. Mientras iban afectando las bases que daban sustento a todo el edificio de derechos centrados en el trabajo formal, los cambios sociales daban paralelamente lugar a la emergencia de una nueva generación de derechos, entre los cuales sólo a modo de ejemplo y por su relevancia menciono los derechos de la mujer y los derechos de los niños. 

Si bien en ambos casos las diferentes coyunturas por las que avanzó el mundo desde la Segunda Guerra Mundial hasta finales del siglo XX ya identificaban el valor y el sentido de asegurar una ciudadanía plena, el proceso de lucha se vio plasmado en avances evidentes durante los últimos años del siglo pasado. Hasta cierto punto vivimos una situación contradictoria, especialmente en nuestra región. Habíamos logrado en muchos países algunos grados de bienestar e inclusión social para sectores significativos y crecientes de su población, mientras a la par se derrumbaba la estructura que se había construido durante décadas de luchas, afectándose el trabajo y el acceso al ingreso, a la jubilación, a las vacaciones, a indemnizaciones por despido, accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y a las asignaciones familiares. Es decir que, mientras caía todo el sistema de seguridad social para el trabajador y su familia, simultáneamente se ratificaban los derechos de los niños, niñas y adolescentes y se les reconocían sus derechos como ciudadanos y ciudadanas, como sujetos de derechos. 

Como son ciudadanos en desarrollo, los niños y las niñas precisan que sus familias dispongan de medios que les posibiliten disfrutar de este proceso que los tiene como actores básicos. Además, el crecimiento y desarrollo de los niños y niñas exige de instituciones que les garanticen la alimentación, la salud y la educación, el hábitat, la cultura, la recreación, es decir, que hagan posible que ese ciudadano niño se desarrolle hasta la plenitud de sus capacidades, en libertad y con posibilidades, y que ejerza su derecho a la participación. 

En un Estado de derechos son las instituciones públicas las responsables de garantizar en forma igualitaria estas condiciones. Sin embargo, estamos ante circunstancias donde las familias deben enfrentar desafíos que determinan condiciones de suma frágilidad y donde las instituciones públicas estatales se deterioraron al punto que se extendieron las dificultades de acceso y la calidad de sus prestaciones. ¿Cómo se explica entonces que algunos indicadores muy relevantes hayan mejorado y que aún continúan haciéndolo? La respuesta es tan compleja como la misma realidad. 

En primer lugar, la asociación entre algunos de los indicadores de pobreza y de inclusión social no es lineal, y ello es así porque la mejora secular y generacional de acceso y años de escolaridad posibilita mejores condiciones de crianza y mejores expectativas de escolaridad para nuestros niños y niñas. Por otro lado, el desarrollo tecnológico permitió acceder a cierto consumo simbólico que redujo los grados de vulnerabilidad frente a los problemas de salud y alimentación, así como revalorizó la educación. Sin embargo, lo que estos indicadores no explican es el contexto crecientemente desigual en que estas mejoras de los indicadores sociales se produjeron, pues crecieron las brechas entre países de la región así como lo hicieron entre las regiones mas rezagadas y las más ricas, entre los grupos sociales más privilegiados y aquellos más débiles. Esto significa que, desde la perspectiva de ciudadanía, los derechos de niños, niñas y adolescentes todavía no están garantizados para muchos de ellos y ellas. 

Pese a este retroceso, se están comenzando a vislumbrar algunos cambios positivos. Los sectores que son víctimas de la exclusión social se están organizando y expresan sus aspiraciones de reinserción a través de nuevos medios de lucha, interpelan a poderosos y construyen alianzas con todos aquellos que han sido afectados por los cambios en el modelo económico social. Claro que estas alianzas no son permanentes ni son necesariamente sólidas. Además estos nuevos movimientos tampoco han logrado cambios sustantivos en sus aspiraciones de inclusión. Sin embargo, estos movimientos sociales que se observan en América latina son una muestra de la capacidad de construcción de nuevas redes sociales para encarar la reconquista de condiciones básicas de ciudadanía, son un testimonio de que la política está viva, más allá de la crisis de representación y de la debilidad de los partidos en un número significativo de países. 

Estos movimientos sociales enfrentan como desafío la capacidad de articularse con otros grupos o sectores parcialmente afectados por los cambios estructurales o directamente no excluidos aunque sí dispuestos a reconstruir espacios comunes. El presente apela a la generación de opciones novedosas que enfrenten la consolidación de sociedades duales. Y es en estos espacios donde los niños, niñas y adolescentes deberían ser el centro de las reivindicaciones y la apelación a lo nuevo. La democracia de y para los ciudadanos solo será necesaria y buena si logramos recuperar la capacidad de animarnos a debatir cambios, perspectivas, ideologías, sueños, esperanzas, de tal modo que el poder no sea sólo un espacio para administrar o defender intereses particulares sino un espacio para construir una cultura y un futuro diferente, donde lo público sea revalorizado y pasible de ser pensado y redireccionado. 

Ya existen propuestas de políticas de carácter universal que colocan a los niños, niñas y adolescentes y a sus familias en el centro de la preocupación. Ya existen condiciones conseguidas a través de la lucha donde el trabajo y la producción vuelven a ser sujetos de políticas activas. Y es que el objetivo de eliminar la pobreza extrema planteada en los Objetivos del Milenio exige otra reconfiguración del poder en el mundo, alienta los movimientos de integración de América latina y promueve el surgimiento de nuevos liderazgos en cada una de nuestras sociedades. 

En palabras de Jonathan Saks en su libro La dignidad de la diferencia, “el optimismo es creer que las cosas mejorarán, mientras que la esperanza implica la fe en que juntos podemos hacer que las cosas mejoren”, y yo tengo fe que, como tenemos esperanzas, también debemos ser optimistas. 

Hoy tenemos a los niños y niñas en las escuelas, 

pero aprenden poco
Dr. Juan Carlos Tedesco

Voy a entrar en este tema desde una dimensión muy específica que es la dimensión educativa. Allí obviamente la pregunta es si efectivamente los niños y niñas hoy están pudiendo tener acceso a una educación de buena calidad en forma igualitaria. Pero esta pregunta exige previamente cierta reflexión acerca del significado que tiene en esta sociedad que sé está configurando el tener acceso a una educación de buena calidad. Históricamente, tener acceso a una educación de buena calidad fue importante, sin embargo, hoy es más importante que nunca. Sabemos que en esta nueva sociedad, en esta nueva estructura, en este nuevo capitalismo que se está configurando –basado fundamentalmente en el uso intensivo de información y de conocimientos– quedar excluido del acceso a una educación de buena calidad significa obtener altas probabilidades de quedar excluidos socialmente. Es decir que, si bien siempre fue importante, ahora es crucial, es decisivo, el acceso a una educación de buena calidad determina mucho más que en el pasado cuál va a ser el futuro, tanto a nivel de las personas como en el nivel de los países y de las sociedades. 

¿Cómo estamos frente a esta situación? El panorama de América latina, de la Argentina y del conjunto de los países es muy heterogéneo, no se pueden hacer generalizaciones injustas, porque los que están bien quedan promediados con los que están mal y los que están muy mal promediados con los que están bien, y así empezamos a ser benignos con los que están mal. Lo cierto es que hay mucha desigualdad y esa desigualdad está aumentando significativamente. Sabemos que el impacto de las crisis que han vivido nuestros países no afectó la cobertura escolar, pues ésta sigue aumentando: las familias siguen enviando a sus hijos a las escuelas, la idea de sacar a un niño o niña de la escuela es una decisión que se toma en situaciones de extrema gravedad como última instancia. Pero esta decisión de mantener a los niños y niñas en las escuelas también ha sido apoyada por algunas políticas que tendieron a transformar a las escuelas en lugares que satisfacen otras necesidades, no ya las educativas. Actualmente las escuelas dan de comer, las escuelas contienen afectivamente, las escuelas hacen “muchas cosas” pero no enseñan, porque todo eso nuevo que se hace en las escuelas se hace obviamente en desmedro de su función básica y original que es la de enseñar. 

Hoy tenemos a los niños y niñas en las escuelas, pero aprenden poco. Y lo que también se evidencia, dada la experiencia de estos últimos años, es que todas las estrategias de políticas compensatorias que se implementan tienen muy bajo impacto sobre los resultados de aprendizaje de los niños. Si uno analiza el mapa de los resultados de aprendizaje, observa que se corresponde casi exactamente con el mapa de la pobreza. Hay excepciones, por supuesto, que confirman que el fracaso escolar (el no-aprendizaje) no es algo que fatalmente vaya a ocurrir simplemente porque los niños o niñas son pobres, sin embargo, en el nivel del macrosistema educativo lo que logramos apreciar es que existe un mecanismo muy perverso de acumulación de dificultades. Los niños y niñas que nacen en contextos de familias desfavorables y que pasan sus primeros años de vida en condiciones muy deterioradas, cuando ingresan en la escuela, también ingresan en una escuela pobre: Una escuela pobre en tiempo de aprendizaje, pobre en recursos humanos, pobre en equipamiento, pobre en muchos sentidos. Por lo tanto, observamos cómo se acumulan los efectos de la pobreza y cómo éstos terminan expresándose en logros de aprendizaje que son muy desiguales según el origen social de los chicos. 

Este diagnóstico está hecho, se podría incluso sofisticar con más cantidad de variables pero, en todo caso, el interrogante principal sobre el acceso a la educación hoy día no está ahí, sino que está en qué hacemos frente a esto. Ya no se trata de dar respuestas tipo receta sino de tratar de indicar por dónde deberían ir las políticas educativas para producir el cambio. Y lo primero que se deduce del análisis es que en buena medida los resultados educativos dependen del desarrollo temprano de los niños y niñas, de cómo llegan los niños a la escuela. Es decir que hay que atender la situación del niño y de la niña antes de que entren en la escuela, hay que mejorar eso que llamamos “condiciones sociales del aprendizaje”, condiciones de educabilidad o como se las quiera llamar, dentro de las cuales, adquiere una importancia crucial todo lo que tiene que ver con las políticas de atención temprana de la niñez, de expansión de la escolaridad y un conjunto de estrategias que, cuanto antes intervengan, mejor. 

Cuando antes se atienda al niño y a la niña en sus primeros años de vida es mejor para garantizar sus posibilidades de éxito escolar. Pero, cuidado, porque esto no quiere decir que desde la oferta pedagógica no haya nada que hacer o que hay que esperar a que las condiciones objetivas mejoren: La escuela tiene hoy un gran papel, ya tenemos muchas generaciones dentro de la escuela, entraron y están ahí, y hay que tratar de mejorar sus posibilidades de logros de aprendizaje. 

Entonces, la pregunta es qué se puede hacer ahora, qué oferta pedagógica es la más apropiada para superar el determinismo social sobre los resultados de aprendizaje. Y, sobre este aspecto, voy a tomar como ejemplo el caso más exitoso en términos de política social en América latina, el caso chileno. 

En Chile, si uno mira los indicadores objetivos desde el punto de vista de las políticas educativas, encuentra que todo mejoró. Aumentaron los días y horas de clase, aumentó la disponibilidad de textos por escuelas, mejoró el equipamiento en las escuelas, se triplicó el salario real de los docentes, se mejoraron los sistemas de gestión, todo mejoró. Sin embargo, cuando medimos resultados, los resultados siguen siendo más o menos los mismos y la distancia de los resultados que obtienen los niños y las niñas que vienen de familias de altos recursos sigue siendo la misma que existía antes con respecto a los niños o niñas que vienen de familias desfavorecidas, es decir que no mejoró la equidad. 

Lo mismo se puede decir de otros países, como la Argentina, Brasil, Perú; es cierto que aumentó la cobertura, y el hecho de que los resultados se mantengan implica una mejoría, porque si uno está incorporando a la escuela a sectores de la población que antes no tenían acceso sin duda esto es una mejora, sin embargo, no es suficiente. La cuestión pasa por dónde tenemos que intervenir para efectivamente romper el determinismo social de los resultados de aprendizaje. Y esto lleva a poner la mirada sobre ciertas excepciones, sobre ciertos lugares donde se comprueba que aún en situaciones muy deterioradas desde el punto de vista material, de la familia, de la escuela, los alumnos que vienen de familias desfavorecidas obtienen buenos resultados. ¿Qué es lo que hay en esas experiencias que explique que han podido romper el determinismo? Se podrán enumerar muchos factores, pero al menos existen tres que a mí me parecen muy importantes  para destacar.

En esos lugares generalmente hay un proyecto, tanto los alumnos como el equipo directivo de la escuela tienen un proyecto, saben qué quieren y esto de tener un proyecto no es una banalidad, no es algo secundario. Tener un proyecto implica conocerse, saber en qué puntos uno es fuerte, para qué, qué es lo que se quiere, qué se puede proyectar en el futuro. Justamente uno de los factores que más caracteriza a la exclusión es la ausencia de proyectos. Una pedagogía o una gestión que fortalezca la capacidad de definir proyectos es fundamental, porque la capacidad de definir proyectos también está desigualmente distribuida y uno no puede poner como exigencia de una política de gestión aquello de lo cual el destinatario carece. Hay que tener estrategias para fortalecer esa capacidad de proyecto. 

En segundo lugar, en estas experiencias exitosas hay una cierta capacidad para construir un relato, es decir, para poder decirle a otro lo que estoy haciendo, qué me está pasando y por qué me está pasando. No necesariamente el relato tiene que ser verdadero pero, al menos, hay cierta capacidad de establecer una narrativa que me permite objetivar mi situación y, en la medida en que la puedo objetivar, la puedo manejar. La capacidad de relatar está directamente vinculada con el aprendizaje de la escritura y la lectura, con el hacer de la lectoescritura un instrumento de expresión que me permita expresar y que no me sirva solamente para repetir, copiar o hacer mecánicamente lo que el otro hace. La lectoescritura como pilar de una oferta educativa de buena calidad es hoy en día más central que nunca y esto también afecta a buena parte de nuestras estrategias educacionales. 

El tercer factor, que parece ser el más estudiado en la literatura educativa, es el de la confianza. En estas experiencias exitosas siempre hay alguien que confía en la capacidad de aprendizaje del otro. Todos sabemos que la confianza está muy asociada a prejuicios y estereotipos sobre el otro, a las visiones que tenemos del otro. En gran medida, los docentes que trabajan con niños pobres no tienen confianza en la capacidad de aprendizaje de los niños y esto genera el fenómeno de “la profecía autocumplida”. Si no confío en que el otro aprende, el otro seguramente no aprende y, lamentablemente, sobre esto hay múltiples experiencias.

Aquí es donde se abre un gran interrogante y donde, más que dar la respuesta, quisiera plantear la pregunta. Necesitamos empezar a trabajar en políticas de subjetividad, en políticas que tiendan a trabajar con estos factores subjetivos, en un contexto democrático, pluralista, no autoritario. Porque sabemos que este componente es fundamental y que, mientras no lo abordemos, nos puede pasar que mejoremos las condiciones objetivas pero simultáneamente nos daremos cuenta de que eso no alcanza, de que no es suficiente para alterar estos procesos sociales de determinación de los resultados de aprendizaje en función de las condiciones materiales de vida.

Quisiera terminar diciendo que todos estos factores: la capacidad de definir proyectos, la capacidad de narrar, la confianza… y podría seguir enumerando otros, como el compromiso con la tarea, son factores subjetivos. Y esto es lo que hace tan difícil el cambio, crear políticas educativas que muevan estos factores subjetivos, porque todos sabemos, estamos acostumbrados y tenemos experiencia en hacer políticas para mejorar insumos objetivos, podemos mejorar el equipamiento de las escuelas, el edificio, el salario de los maestros, incluir computadoras, agrandar el salón, todo esto –no digo que es fácil hacerlo–, con recursos y cierta capacidad de gestión, es posible hacerlo. 

En cambio, sabemos que hacer políticas de subjetividad, políticas que modifiquen valores, concepciones, representaciones y estereotipos es mucho más complicado y hasta peligroso, porque la experiencia que tenemos es que cuando el Estado quiso meterse con la subjetividad de las personas cometió grandes barbaridades y, ahora, estamos todos prevenidos contra cualquier ejercicio de autoritarismo o totalitarismo que intente dejar en manos de algún poder público la subjetividad de las personas.

Sin embargo, el gran capítulo de las reformas educativas, de las políticas educativas que se vienen en materia de políticas democráticas que tiendan a satisfacer estas demandas de educación de calidad, va a tener que necesariamente enfrentar, además de las demandas objetivas y materiales, una demanda de subjetividad que tienda a garantizar que la oferta pedagógica para los niños y las niñas de los sectores desfavorecidos esté rodeada de estos compromisos: de proyectos, de narrativa, de confianza, sin los cuales será muy difícil lograr salir de la situación que estamos viviendo. 

Nos hemos olvidado del destino de la ciudadanía común 
Lic. Eduardo Bustelo
Durante mi intervención en este Foro, haré algunas reflexiones sobre el problema de la pobreza, que algo tienen que ver con las políticas de las subjetividades sobre las cuales disertó Juan Carlos Tedesco. Y, además, expondré mis ideas sobre las relaciones de la sociedad civil y el Estado, relaciones que me parecen cruciales, sobre todo cuando estamos hablando de la niñez y de la adolescencia. Por último, quisiera hacer una advocación al tema de la republica de los niños.

Pero, antes que nada, empezaré por hacer un breve racconto sobre una tradición, para informarles a todos desde dónde hablo. Yo vengo de (Almata). Desde 1978 vengo trabajando con la salud materno-infantil y con los objetivos de salud para todos a partir del año 2000. He participado en estudios y análisis de la pobreza, hemos hecho estudios pioneros en ese campo, hemos estudiado la pobreza y hemos destacado específicamente el tema de la pobreza en los niños, niñas y adolescentes. Hemos entrado en el área de mortalidad infantil y estudiado sus determinantes. Hemos estudiado además el tema del presupuesto público, nos hemos preocupado por la asignación de los recursos presupuestarios en las áreas infantiles. Hemos tratado, en su etapa más evolucionada, de humanizar al capitalismo cuando sacamos el libro Ajuste con rostro humano. En fin, tenemos esta tradición. Personalmente he participado en la mayoría de los congresos y cumbres latinoamericanas e iberoamericanas, he participado en las reuniones ministeriales y de altos técnicos. He participado en la redacción de documentos y en la definición de las metas con respecto al bienestar de los niños en América latina y el Caribe, con las que generalmente todos estamos insatisfechos y respecto de las cuales siento que hay una gran tarea pendiente. Desde este lugar, desde este recorrido que muchos ya conocen, es desde donde quisiera hacer específicamente dos reflexiones que me parecen son incisivas y cuestionantes. 

La primera es sobre la pobreza de ciudadanía. Todos sabemos que la pobreza tiene una parte material, la materialidad de la pobreza, que se mide por el concepto de necesidades básicas insatisfechas o por el ingreso o el activo de los pobres y, entonces, a través de metodologías varias uno traza una línea y ahí se determina quiénes son pobres y quiénes no. 

En segundo lugar está el componente conceptual de la pobreza, el otro discurso de la pobreza. Por ejemplo, la pobreza en el siglo XVI y XVII era un fenómeno natural, siempre tenía que haber pobres porque, si no, no había posibilidades de trabajar; en el siglo XVII y XVIII, en cambio, eran pobres los que no querían trabajar; en el siglo XIX y XX se dio el desarrollo del Estado de bienestar, la cuestión del pleno empleo, la cuestión de la igualdad y, ahora, hemos llegado a una instancia donde el discurso de la pobreza adquiere dos variantes significativas fundamentales y radicalmente antitéticas. 

La primera es una versión cercana al credo neoliberal, basada en la idea de que la pobreza es un fenómeno circunstancial que se debe esencialmente a “fallas” en el crecimiento económico. Esto implicaría que una vez que se produzca ese crecimiento económico, vamos a tener los famosos efectos de derrame, y, mientras tanto, a corto y mediano plazo, el sistema educativo –a través del concepto de igualdad de oportunidades– va a solucionar el problema de la distribución y va a equilibrar los ingresos. Allí tenemos las políticas emergenciales, focalizadas, etcétera. Éste es un enfoque sobre la pobreza. 

Sobre este enfoque se constituye además el lenguaje de la ciencia económica. La ciencia económica avanza, y constituye el lenguaje de la política social. Desde este enfoque, los niños pasan a ser vistos como inversión social, se habla de inversión en capital humano y se habla de capital social. Si antes hablábamos de solidaridad o discutíamos los problemas que implicaban las valoraciones profundas de la inserción de un ciudadano en una sociedad particular a través del proceso educativo, hoy día hablamos de capital humano. Y no es sólo eso, sino que se habla de la tasa de retorno social, la tasa de ganancia, y terminamos enfocando la cuestión de la educación como si fuera un proyecto personal donde es conveniente ganar dinero. 

Desde este enfoque económico de un imperialismo conceptual evidente, de una ciencia que trata de expandirse y ver todo desde el punto de vista de sus parámetros analíticos (la economía de la educación, la economía de la salud, la economía de los transportes, la economía del saneamiento), el principio de ganancia se ve como el principio justificador de la eficiencia. Sobre esta idea se monta, además, una cuestión que está tremendamente en boga que es la de creer que la política social es una cuestión de “gerencia”. Hay que gerenciar todo, tenemos que gerenciar nuestras vidas, las ONGs toman cursos de gerenciamiento, hay másters en gerenciamiento para las personas que hacen las ONGs. De golpe, tenemos esta visión gerencial, donde no sólo se enseña el concepto de “empresa”, de universidades que enseñan lo social desde el punto de vista de una función de producción, donde la relación costo-beneficio es la que justifica la implementación de un proyecto, sino que la causa que más peso adquiere en esta “gerencia social” es la cuestión de la ganancia. Por supuesto que existe toda una parafernalia psicológica que ha legitimado este nuevo espíritu del capitalismo que es “la gerencia” pero ,en definitiva, no hace más que disfrazar de una forma racional las viejas relaciones de poder, las relaciones de dominación y la ambiciosa y perpetua ganancia que tiene el sistema capitalista. Ésta es una manera de ver la cuestión de la pobreza.

La segunda manera de ver la pobreza es desde los derechos humanos, es la manera que en el caso de la infancia y la adolescencia se refiere a los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Ésta es la pobreza por la cual nosotros estamos preocupados. Este concepto es totalmente distinto. Aquí el problema es la ciudadanía, el verdadero problema es que las personas se constituyen en una subjetividad. Ésta es una subjetividad de derechos, garantías, responsabilidades. Es una subjetividad que implica derechos y que tiene algunas características esenciales, por ejemplo, el de la exigibilidad de esos derechos. Además, existe la unicidad de esos derechos. Antes se daba el ejemplo sobre cómo se avanzaba en los derechos sobre la educación y, sin embargo, como se retrocedía en el derecho al trabajo (un derecho que condiciona la educabilidad) y, por sobre todo, los derechos tienen una demanda de integralidad. Uno está montado en una estructura emancipadora integradora, donde la primacía de lo público es lo fundamental, en una subjetividad que probablemente está marcada por la presencia de la otredad, del otro, de la generosidad, de la solidaridad, o sea, de una subjetividad cuya mirada está hecha desde la ciudadanía. 

Es muy importante que tengamos en claro estas dos visiones porque no todos los que hablamos de derechos hablamos de los mismos derechos, ni todo el lenguaje de los derechos conduce a las mismas cuestiones.

Otro tema fundamental es la relación entre la sociedad civil y el Estado. Hay muchas historias sobre esto pero sólo quiero destacar una parte de la reflexión. Fundamentalmente el tema de la sociedad civil se coloca como tema de debate de la cultura en los últimos veinte años; lo pone de moda Polonia y el sindicato Solidaridad. Allí se forma una polaridad, una dualidad irreductible: la sociedad civil es lo bueno, el Estado es lo malo. El Estado es el autoritarismo, la perversión, y del otro lado está la sociedad civil buena, que busca la ciudadanía, que busca la democracia, que busca la profundización de las virtudes cívicas.

También tenemos la vertiente latinoamericana. Nosotros sabemos que, en nuestra historia, siempre hemos tenido una sociedad civil débil; en la época de las dictaduras latinoamericanas un gran cientista político brasileño dijo aquella famosa frase de: “Si no existiera la sociedad civil, tendríamos que inventarla”. En este contexto, nuevamente se planteaba la dualidad, teníamos la dictadura de un lado y del otro lado teníamos la sociedad civil que luchaba por los derechos humanos, que luchaba por la vida, que luchaba por la restauración de la democracia, por los derechos civiles y los derechos políticos. Y, aquí en Latinoamérica, nuevamente reproducimos la antinomia antes señalada. 

Pero paralelamente a este fenómeno, el capitalismo demostró tener una fuerza mimética, pareciera que es de los sistemas económicosociales que a lo largo de la historia ha tenido más competencia para mimetizarse y disfrazarse. Y bajo esta égida de la sociedad civil, el capitalismo emprendió en la década de los noventa el más feroz ataque a la política de lo público, a la política de lo estatal, a la política de la constitución del ciudadano, privatizando “lo social”. Y no tan sólo privatizando las empresas públicas sino privatizando lo social en los organismos no gubernamentales como una forma de desculpabilizar al Estado de sus responsabilidades públicas. 

Los bancos, los organismos internacionales de financiamiento fueron los que tuvieron la competencia de “tomar” esta tendencia que venía enancada en las luchas sociales y populares de las sociedades civiles de América latina, para transformarla y “largarla” como un elemento en contra de la política del Estado. Y así nos enseñaron a privatizar, a ponerle precio a los servicios públicos. Nos enseñaron un voluntariado, pero no un voluntariado como altruismo sino un voluntariado como mano de obra gratis y barata, y siguieron haciendo lo que siempre hicieron con aquellos que trabajamos en los sectores sociales. Actualmente, si medimos el peso que se otorga al individuo, a los procesos de individuación de la cultura moderna, prácticamente nos encontraremos en una relación individuo-sociedad donde el individuo gana 10 a 0.

Si antes –no se si serían épocas mejores o peores– el hombre se levantaba, miraba el mundo y se interrogaba sobre lo que había ahí fuera y sobre qué relación tenía él con esas cosas y cómo podía transformarlas, hoy en día el hombre se levanta y se pregunta: “¿quién soy yo? ¿Cómo puedo utilizar lo que está afuera a mi servicio? ¿Cómo puedo utilizar las relaciones personales como una oportunidad para la implementación de mi propio proyecto y mi propio desarrollo?”. Evidentemente, ha habido un cambio fundamental en la estructuración de las conductas y de las relaciones sociales pero, además de esto, han surgido los derechos individuales muy estrechamente asociados a los derechos civiles. Hay una especie de “civilización”, en el sentido de movimiento hacia ser civiles. Y así hemos asistido a una proliferación de ciudadanías diferenciadas: la ciudadanía de la mujer, la de los indígenas, la de los niños, la de los discapacitados, la de los homosexuales, la de los sin tierra, la de los sin trabajo, etcétera. 

Mientras antes teníamos un continuo común que era la ciudadanía corriente, que era la ciudadanía de pertenencia total, hoy día tenemos una ciudadanía diferenciada y cada uno lucha por su identidad y cada uno lucha fuertemente por la visibilidad de sus derechos. Hoy tenemos lo que Norberto Bovio ha llamado “una inflación de derechos y una colisión de derechos contra derechos”, porque nos hemos olvidado del destino de la ciudadanía común y, si antes teníamos individuos, ahora tenemos lo que se denominan los egogrupos. Yo he trabajado en La Rosinha, la villa más grande que hay en América latina, y allí se pueden ver 150 ONGs instaladas trabajando. Aquí también, en el conurbano bonaerense, se ven cosas similares y uno puede encontrarse con un sacerdote que trabaja en proyectos de ayuda para niños de la calle y resulta que él tiene una metodología de captación y una didáctica, y tiene una pedagogía liberadora, tiene una enseñanza, un trabajo, una moral que se enseña y está orgulloso de su historia, de su proyecto, de su lucha, de sus concreciones y, a las diez cuadras, encontramos otro padre con 40 chicos a cargo, con una metodología parecida, orgulloso de su historia y de sus luchas. Sin embargo, los dos padres son de la misma religión pero no se hablan entre ellos. Entonces, la posible reflexión es que fundamentalmente hace falta la constitución de la “otredad”, es decir, la constitución de la otra fuerza. 

Por último, me interesa hacer una observación final. Actualmente en América latina tenemos que cumplir las metas del milenio. Esto implica asegurar la escolaridad básica y la universalización de la escolaridad secundaria. En un escenario optimista, deberíamos aumentar al doble el presupuesto actual, es decir, llegar a 1.5 del PIB regional. Para los economistas, éste es un dato incontrastable; para nosotros, es un acto de desolación. 

En el capitalismo moderno valemos un 1% o un 2% del PIB. En este foro, no apelamos tanto a una mayor asignación de recursos como a la necesidad de que concretemos una reasignación de los valores (morales). Apelo a que hagamos un giro moral lejos de la tasa de ganancia, lejos del egoísmo y lejos del individualismo para, de una vez por todas, adentrarnos en una moralidad que tenga en cuenta al otro, que procure una ciudadanía de lo común y un rescate de lo público. 

Finalmente –tal como lo comenté al principio– me gustaría hablar de “la república de los niños”. La idea de la infancia está relacionada con la idea del origen, con la idea del inicio, todo comienza por los niños, el desarrollo comienza por los niños. Cualquier historia o despliegue remite a su comienzo y el comienzo son los niños, entonces, lo que nos pasa a nosotros en este momento –que es un momento agónico de la cultura, donde nuestra única posibilidad es ser “concesionales” con la economía y con el mercado– es que tenemos que decir que los niños son un buen negocio, que es bueno invertir en los niños, que si uno no invierte en los niños éstos se convierten en una amenaza y esa amenaza también la tienen que pagar en seguridad o en cárceles o la tienen que pagar con la dinámica de la compasión en el caso de aquellos que no entraron en conflicto con la ley. 

Yo creo que esta idea de origen es una idea impulsora de un elemento básico que necesita la cultura moderna que es “la cultura de la creación”. El comienzo es fundamentalmente el comienzo en la infancia y en la adolescencia, es allí donde hay que construir la ciudadanía, es allí donde hay que construir la república de los niños, niñas y adolescentes. Y esto requiere de nosotros el ejercicio de la otredad. Quienes trabajamos en la infancia debemos tener la máxima conciencia de lo que es la otredad, porque nosotros trabajamos para un tiempo que no será nuestro tiempo. Nosotros trabajamos para un tiempo que está más allá de nuestra muerte. Nosotros somos los que debemos practicar el acto de generosidad máxima, desposeernos de nuestra temporalidad y trabajar para las generaciones del futuro. En esto está la constitución de la otredad, no en pensarlo al otro como relación de reciprocidad: “yo te doy, vos me das”.

Otra cosa es “la creación”, nosotros somos destinatarios fundamentalmente de la racionalidad ilustrada y, sobre todo, de Kant. Y resulta que Kant suprimió la imaginación, no quería ver dentro de la razón la imaginación; si uno lee los textos pedagógicos de Kant los encuentra atroces. Por ejemplo, decía que a los niños nunca había que dejarlos jugar o estar distraídos porque así era como se imaginaban cosas y, al imaginarse cosas, salían de los cánones racionales y podían caer en malos hábitos. Los escritos que tiene Kant sobre el onanismo son verdaderamente perversos. Lo que escribió sobre los genios, cuando los genios apelaban a esta idea de la imaginación y de la creación y el arte, también es terrible. Kant desechaba a los genios y esa historia de objetivación del conocimiento y de hacer débiles los sentimientos y deseos, junto con la anulación de la voluntad y de la imaginación, forman los códigos básicos para dominar a un pueblo. 

Para dominar a un pueblo, primero hay que abolirle la voluntad. La voluntad no es una dimensión de la razón, la voluntad es solamente, como decía Kant, el ministerio ejecutivo o el poder ejecutivo de lo que la razón le dice. La voluntad no tiene nada que ver con el deseo ni con los sentimientos. Y, en segundo lugar, hay que abolirle la imaginación, abolirle los sueños, los ideales, degradar los sueños, la imaginación y los ideales. Tuvieron que pasar décadas para que viniera Heidegger a decirles que en realidad la parte más importante es la parte no acontecida del ser, que el ser es mucho más importante en su incompletud de lo que era hasta ese momento.

Y entonces… ¿quiénes son los que tienen los atributos de la creación y de la imaginación? Son los niños. Nosotros estamos trabajando todos los días para ponerlos en una trama disciplinaria y para abolirles la creación y la imaginación. El hombre es bueno para muchas cosas: para analizar y explicar, para copiar e inventar, pero la creación es otra cosa. La invención requiere un proceso distinto del de la creación, requiere que haya una constante, una acumulación del conocimiento, dentro de la cual se produce la dinámica inventiva, pero raramente el hombre puede crear, los hábitos de la creación son hábitos de ruptura, de quiebre, son hábitos que se aprenden en la primera infancia. 

Yo creo que la gran tarea hacia adelante no está en la humanización del capitalismo. Creo que en este momento el capitalismo, es decir, este individualismo atroz, es una cultura de permanente frustración, porque las personas buscan su realización, no solamente los pobres sino que la clase media busca su realización y no la encuentra, y es una máquina increíble de producir frustraciones. Yo creo que la alternativa está en la creación, en que la humanidad complete el proyecto de la humanidad y deje de naturalizar el horror. Y la completud de esa humanidad remite nuevamente al nuevo comienzo, al nuevo proyecto. A ese proyecto yo lo llamo “la república de los niños, niñas y adolescentes”. 

Comentario final de la coordinadora: 

Los tres expositores parten de diagnósticos similares respecto de la situación de deterioro del acceso de la infancia a los servicios sociales en general, a la educación, y a los medios de supervivencia a través de sus familias, pero lo interesante es que cada uno de ellos enfatiza una perspectiva diferente, pero complementaria, respecto de dónde poner el énfasis en la elaboración de políticas públicas. 

Pablo Vinocur plantea cómo a partir de las transformaciones macroeconómicas y macrosociales el resultado es una atomización y una segmentación de la población con distintas atribuciones respecto del acceso a bienes sociales, y plantea como salida una visión que no siempre se escucha en los planteos sobre políticas públicas. Éste consiste en enfatizar la importancia de las organizaciones formales y no formales políticas, en la medida en que desde estas organizaciones podría llegar a constituirse una voz que señale cierto camino para la solución de esta problemática.

En el caso de Juan Carlos Tedesco se plantea un análisis que desecha las soluciones facilistas que hasta ahora se han planteado en relación con el papel de las escuelas y de la educación, señalando cómo se ha responsabilizado equivocadamente a las escuelas, llenándolas de programas compensatorios, que, finalmente, hacen que esta institución no cumpla con las funciones educativas pero que tampoco esté en condiciones de superar la problemática de la pobreza. En esa dirección, plantea la posibilidad de discutir la generación de políticas que enfaticen la subjetividad de los actores del proceso educativo.

Eduardo Bustelo plantea, posicionándose desde una perspectiva de derechos, la posibilidad de poder transformar una impronta que viene desde la década de los noventa, que es una impronta individualista y economicista de la política social y de la perspectiva de la niñez. En esta línea, habla de la importancia de empezar a discutir la política social desde una perspectiva ética. 
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